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1.- VISTOS 

Procede la Sala al análisis de la impugnación interpuesta por la entidad accionada  (Instituto del Seguro Social) contra el fallo proferido el veintiocho (28) de abril de dos mil cinco (2005) por el señor Juez Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, con ocasión de la acción de amparo interpuesta inicialmente por la señora MARIA EUGENIA ÁLVAREZ CADAVID, pero que posteriormente fuera ratificada por la directamente afectada señora ALBA LUCIA CADAVID OSORNO.

2.- DEMANDA 

Refirió la accionante sufrir Nefropatía Crónica leve grado I con compromiso ligero de vasos arteriales y escasa fibrosis intersticial, con un transplante que le fuera practicado en el mes de abril de 1994. Debe asistir a controles mensuales en la clínica FRESENIOS  de Comfamiliar, debidamente autorizada por la E. P. S. del Seguro Social.

Para evitar el rechazo del injerto se le formuló el medicamento DEPLAZACORT en busca de reducir la perpetuación de la osteoporosis desencadenada por la PREDNISOLONA que venía utilizando, así como disminuir los riesgos de fractura. No obstante, tal medicamento fue negado por el Comité Técnico de la E. P. S. con el argumento de no existir suficiente evidencia clínica de la superioridad del DEFLAZACORT con respecto a la PREDNISOLONA en eficiencia o en la incidencia de efectos indeseables de tipo metabólicos o endocrinos.

La falta del medicamento genera un riesgo inmediato para su vida por la osteoporosis que sufre, ante lo cual el Médico Internista-Nefrología prescribió tal medicamento para evitar los efectos adversos.

Solicita por intermedio del mecanismo constitucional se ordene a la E. P. S. la entrega del DEFLAZACORT y además, los medicamentos o exámenes clínicos por fuera del POS, que sean necesarios para su salud, vida, integridad física y calidad de vida. 

3.- FALLO 

El señor Juez Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, luego de algunos comentarios sobre  procedencia de la acción constitucional de amparo para los eventos en que se encontraba en entredicho la salud y la vida de las personas, consideró imperativo atender los requerimiento de la quejosa y ordenó el suministro del medicamento.

A esta conclusión llegó a partir de (i) la declaración del médico tratante sobre el beneficio del medicamento DEFLAZACORT que puede producir menos efectos secundarios en cuanto a la osteoporosis se refería, en vista de ser la PREDNISOLONA la que desencadenó tal enfermedad, (ii) De continuarse suministrando este último fármaco se pone en peligro la calidad de vida de la actora, (iii) El médico tiene fundamento para prescribir el medicamento, por la atención personalizada que ha prestado a la señora MARIA EUGENIA ÁLVAREZ DÍAZ y que de conformidad con la explicación del galeno, los exámenes practicados constataron la presencia de la osteoporosis, máxime en una paciente a quien se le practicó un transplante renal, (iv) Que no se certificó que la accionante tenga suficiente capacidad económica para costear el medicamento; y, (v) el DEFLAZORT fue prescrito por un médico adscrito a la E. P. S. del Seguro Social. 

4.- IMPUGNACIÓN

El señor Gerente del Instituto de los Seguros Sociales Seccional Risaralda manifestó, que el Comité Científico de la entidad, conformado por bacterióloga, química farmacéutica y dos (2) médicos generales negó el suministro del medicamento por no existir evidencia sobre la supuesta superioridad del DEFLEZACORT y que en particular, de conformidad con concepto del médico Coordinador de la Central de Autorizaciones de la E. P. S., ambos medicamentos podían causar efectos, incluso la osteoporosis sin que esté comprobado que uno sea menos riesgoso que el otro.

Cita jurisprudencia de la Corte Constitucional en las cuales se negó el reemplazo de compuestos terapéuticos que figuraban en el POS, con lo cual se reafirmó en su posición de no estar obligada una EPS a suministrar medicamentos NO POS que pueden ser sustituidos por aquellos contemplados en el Plan Obligatorio de Salud.

Solicita entonces, que se archive el proceso, pero en su defecto, que se faculte el recobro ante el FOSYGA y hace referencia a que sería deseable se exigiera a la entidad que maneja tales recursos cumpliera su obligación mediante el giro inmediato al ISS del ciento por ciento del valor de los tratamientos a prestar.

5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada por el señor Gerente Seccional del Instituto de los Seguros Sociales contra el fallo proferido por el Juez Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, de conformidad con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1382 de 2000.

El impugnante eleva su petición en lo que se relaciona con el medicamento no P.O.S. denominado DEFLAZACORT.
Corresponde entonces a la Sala determinar si un concepto de un Comité Técnico Científico puede desvirtuar el contenido de un fallo judicial que está conforme con las prescripciones médicas elaboradas por un galeno adscrito a la entidad accionada. 

Como primera medida, debemos insistir que el derecho a la vida es una garantía constitucional que incluye indefectiblemente la conservación de la salud, no consiste solamente en la supervivencia biológica sino que, tratándose justamente de la que corresponde al ser humano, requiere desenvolverse dentro de unas condiciones mínimas de dignidad.    

Los trámites administrativos no pueden ser por tanto fundamento para obviar la entrega de medicamentos, con mayor razón cuando la afectada es una persona que tiene una especial condición al habérsele practicado un transplante de riñón con los riesgos de rechazo por parte de su sistema inmunológico y cuyas condiciones de vida se pueden ver disminuidas por falta del medicamento prescrito. 

En el sub examine es claro que el medicamento genérico (contemplado en el P.O.S.) fue utilizado y que los resultados no fueron los mejores, por eso el médico tratante Dr. Roger Ricardo Ramírez Pereira decidió remplazar la PREDNISOLONA (Fl. 32) y sustentó adecuadamente las razones para tal sustitución, no otras que el bienestar de su paciente.

Considera la Sala que el criterio del profesional médico tratante, para este caso, es evidentemente más calificado que el que pudieran tener los integrantes del Comité Técnico Científico, que nunca buscó el asesoramiento externo de otros profesionales especialista para fundamentar su decisión. En primer lugar y más importante, por el contacto directo que ha tenido con su paciente y con la evolución de sus condiciones de salud y en segundo término, por la mayor preparación académica que ostenta, en razón de ser un especialista en disciplina como la Medicina Interna, complementada mediante su ejercicio cotidiano.

Aquí la decisión médica no es un simple capricho, es el resultado de un cuadro clínico que presente una paciente de treinta y siete (37) años de edad que en el pasado fue sometida a un transplante de un órgano vital (situación demás para prodigarle una especial atención) y que de contera, evidencia una patología que no aparece como normal para una mujer de su edad. Se evidencia de la declaración rendida por el médico tratante (fl. 32), que conoce bien el caso de la señora CADAVID OSORNO y que su determinación está encaminada a procurar controlar el efecto secundario de la osteoporosis que en su opinión, es potenciado por el medicamento P. O. S.. Precisamente sobre este particular tópico, se pronunció la Corte, en caso de connotaciones semejantes a las aquí analizadas cuando en la Sentencia  T-300 de 2005, M. P. Dr. Manuel José Cepeda Espinosa, dijo:

“ 5. Con todo, el Comité Técnico Científico de la E.P.S. negó la autorización del suministro del medicamento porque no se cumplen los requisitos de la resolución 2948 de 2003. La Corte Constitucional en reiteradas ocasiones ha afirmado que la opinión del médico tratante debe prevalecer sobre la de cualquier otro miembro de la E.P.S. 
[12] debido a que aquél es: (1) el especialista en la mate​ria que  (2) mejor conoce el caso. Sin embargo, el Comité Técnico Científico está constitucionalmente autorizado para negar un medicamento, tratamiento o prueba de diagnóstico, prescrito por el médico tratante si cumple con los siguientes requisitos mínimos: (1) consultar la opinión científica de expertos en la respectiva especialidad y,  (2) la historia clínica del paciente,
[13] esto es, los efectos que concretamente tendría el tratamiento solicitado en el accionante. Así por ejemplo, no puede en ningún caso fundamentar su decisión exclusivamente en que el medicamento, tratamiento o prueba de diagnóstico, no se encuentra incluido en el POS
[14], o en que no se han probado todas las alternativas que ofrece el pos
[15] o en que no se vulnera la vida del paciente de manera inminente
[16] o en que le falta información para decidir
[17].
En el otro aspecto de la impugnación, encuentra la Sala que razón le asiste al recurrente al pedir se le autorice a la E. P. S. del Seguro Social el recobro ante el FOSYGA de los gastos en que incurra por el tratamiento de la accionante y a los cuales en principio no estuviere obligada, esto es, sólo el monto del exceso o mayor valor del previsto para el medicamento y tratamiento cubiertos por el POS. 

Así, se seguirán los derroteros trazados en las sentencias T-295, T-753, T-754 y T-755 de 2003, T-744 de 2004, incluso la ya citada T-300 de 2005, donde se consideró prudente fijar los términos del Código Contencioso Administrativo para que efectivamente se produzca el pago por parte del FOSYGA, toda vez que el decreto 1281 de 2002 que reglamente la materia, no acentúa lapsos claros para la materialización de los desembolsos a las EPS o ARP.

Entiende la Sala que mientras el legislador no fije un término distinto al señalado en el artículo 6º del Código Contencioso Administrativo para dar respuesta a las solicitudes elevadas ante la administración, conforme se infiere de la sentencia de constitucionalidad C-510 de 2004, el FOSYGA saldará sus obligaciones dentro del lapso general de quince (15) días.
Ese término es de obligatorio cumplimiento, aunque puede ser ampliado en forma excepcional y justificada, cuando la administración por razón de la naturaleza misma del asunto planteado, no puede dar respuesta oportuna. En este evento, así habrá de informarlo al peticionario, indicándole, además de las razones que la llevan a no pagar a tiempo, la fecha en que se estará dando cumplimiento, la cual deberá obedecer a parámetros de razonabilidad.
 
Se adicionará por tanto el fallo revisado en el sentido de fijar un término de quince (15) días para que el FOSYGA proceda al pago, el cual se contará desde la radicación de la respectiva cuenta de cobro. Si no es posible el cumplimiento, deberá el FOSYGA -dentro de ese mismo lapso-, indicar los motivos de su incumplimiento y el plazo razonable en que se estará efectuando el pago respectivo, sin que el desembolso pueda exceder los seis (6) meses.

6.- DECISIÓN 
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,  

FALLA

PRIMERO: SE CONFIRMA PARCIALMENTE el fallo proferido por el señor Juez Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, por cuanto SE MODIFICA en el siguiente sentido:

SEGUNDO: .- RECONOCER al SEGURO SOCIAL E.P.S. el derecho a cobrar al Estado, a través del Fosyga, todos los gastos en los que incurra y que legalmente no le corresponda asumir por exceder los valores establecidos para el medicamento y el tratamiento contenidos en el POS. El FOSYGA dispondrá de quince (15) días para reconocer lo debido o indicar la fecha máxima en la cual lo hará, fecha que no podrá exceder de seis (6) meses una vez presentada la solicitud para el pago por la EPS.

TERCERO: Por secretaría se remitirá el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión.
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

VICENTE RODRÍGUEZ FEO

HÉCTOR TABARES VÁSQUEZ

CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ

Secretaria de la Sala
�[12] Ver, entre otras, las sentencia T-666 de 1997  (M.P Alejandro Martínez Caballero); T-155/00 (M.P. José Gregorio Hernández Galindo), T-179/00 (M.P. Alejandro Martínez Caballero) y T-378/00 (M.P. José Gregorio Hernández). 


�[13] En la sentencia T-344 de 2002 (MP Manuel José Cepeda Espinosa) la Corte Constitucional decidió que “(…) mientras no se establezca un procedimiento expedito para resolver con base en criterios claros los conflictos entre el médico tratante y el Comité Técnico Científico de una E.P.S., la decisión de un médico tratante de ordenar una droga excluida del P.O.S., por considerarla necesaria para salvaguardar los derechos de un paciente, prevalece y debe ser respetada, salvo que el Comité Técnico Científico, basado en  (i) conceptos médicos de especia�listas en el campo en cuestión, y  (ii) en un conoci�miento completo y sufi�ciente del caso específico bajo discusión, consi�dere lo contrario.” Esta decisión ha sido reiterada, entre otras, en las sentencias T-1007 (MP Jaime Córdoba Triviño) y T-1083 de 2003 (MP Manuel José Cepeda Espinosa); T-053 (MP Alfredo Beltrán Sierra), T-616 (MP Jaime Araujo Rentería), T-1192 (MP Marco Gerardo Monroy Cabra) y T-1234 de 2004 (MP Clara Inés Vargas Hernández).


�[14] En la sentencia T-414 de 2001 (M.P Clara Inés Vargas Her�nán�dez) se ordenó a una E.P.S. suministrar Hormona de Creci�miento, medicamento recetado por el médico tratante a una niña con Síndrome de Turner, que había negado el Comité Técnico Científico porque no estaba contemplado en el P.O.S. Ver también T-786 de 2001 (M.P Alfredo Beltrán Sierra). 


�[15] En la sentencia T-284 de 2001 (M.P Álvaro Tafur Galvis) se ordenó a una E.P.S. suministrar a una señora la droga recomen�dada por el médico tratante, pese a que el Comité Técnico Científico señalaba que no era necesario porque existían medicamentos sustitutos contemplados por el P.O.S. que aún no se habían intentado. Ver también: T-344 de 2002 (M.P Manuel José Cepeda). 


�[16] En la sentencia T-566 de 2001 (M.P Marco Gerardo Monroy Cabra), donde se ordenó a una E.P.S. que en el término de 48 horas remitiera a una afiliada al médico tratante para que este fijara qué hacer en el caso de una menor que padecía Síndrome de Poland -no desarrollo del seno derecho-, que había sido negado inicialmente por considerar que se trataba de un procedimiento estético. Ver también: T-722 de 01 (M.P Rodrigo Escobar Gil.


�[17] En la T-1188 de 2001 (M.P Jaime Araujo Rentería) se decidió que una E.P.S. viola los derechos de un afiliado, cuando somete a interminables reuniones del Comité Técnico Científico de la entidad la aprobación de un medica�mento del que depende la vida, dignidad o integridad física de aquel, en especial debido a que se trataba de una menor. 


� Con respecto a la prórroga, al no existir un parámetro definido, pueden consultarse las sentencias T-076 de 1995, al igual que en las sentencias T-353 y T-672 de 1997, T-308, T309 y T-310 de 1998, entre otras.
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